El papel de la democracia participativa en la creación de nuevos municipios en Colombia by Robledo Silva, Paula
p a u l a  r o  l e d o  s i l v a
El papel de la democracia participativa en la creación 
de nuevos municipios en Colombia
2
El reconocimiento de la Constitución no solo como documento con valor político 
que lleva consigo un modelo determinado que inspira la creación y organización 
del Estado, sino también la Constitución como norma jurídica de aplicación 
directa e inmediata, con una jerarquía superior en el sistema de fuentes ha ge-
nerado, sin lugar a dudas, que se hable del fenómeno de la constitucionalización 
del Derecho, y el Derecho administrativo no ha sido ajeno a esta tendencia1. 
La supremacía constitucional sobre todas las normas del ordenamiento 
jurídico trae como consecuencia que el ordenamiento jurídico en su conjunto 
deba ser interpretado por todos los operadores jurídicos, tanto públicos como 
privados, de conformidad con la Constitución –principios y reglas constitucio-
nales. Así, el principio de interpretación conforme a la Constitución encuentra 
su fundamento en el carácter normativo de esta y en su rango supremo2.
La constitucionalización del Derecho se explica entonces porque el Derecho 
constitucional, “(…) en su sentido estricto de Derecho de la Constitución en 
cuanto norma jurídica (…)”3, ostenta una superioridad frente a las otras ramas 
del Derecho, dentro de las que se incluye el Derecho administrativo, no solo a 
partir de la concepción kelseniana sobre el escalonamiento normativo, sino por 
el contenido material de la Constitución, es decir, porque en ella se establecen 
los principios básicos que irradian todo el ordenamiento jurídico, como por 
ejemplo la separación de poderes, el principio de legalidad de la administra-
ción, el sometimiento de la actividad de la administración al control judicial, 
solo por citar algunos, y en el caso de la Constitución colombiana, también el 
principio democrático. 
1 restrepo medina, manuel alberto, “La respuesta del Derecho Administrativo a las transformaciones 
recientes del Estado Social de Derecho”, en Revista Saberes, Vol. , 2007, pp. 3 y ss. 
2 El origen de este principio está en el proceso de constitucionalización de las leyes, de tal forma que 
antes de que una ley sea declarada inconstitucional el juez debe buscar una interpretación conforme, 
o concordante con la Constitución. Sin embargo, este principio ya no solo vincula a los tribunales 
constitucionales, porque ha dejado de ser un principio aplicable únicamente a la interpretación de la 
ley y se ha convertido en un principio común a todo el ordenamiento jurídico; por ende, de carácter 
vinculante para todos los operadores jurídicos. Este principio ha encontrado reconocimiento expreso 
en ordenamientos jurídicos de varios países, como es el caso de Estados Unidos y de Alemania; no 
obstante, en la mayoría de los casos se trata de un principio de creación jurisprudencial. Cfr. garcía de 
enterría, eduardo y fernández, tomás ramón. Curso de Derecho Administrativo, Madrid, Civitas, 
11, p. 37. En Colombia, este principio tiene fundamento en el artículo 4 de la c.p. (“La Constitución 
es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma 
jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales”). Además, ha sido reconocido tanto por la 
Corte Constitucional (Sentencia su-3 de 2012, entre otras), como por el Consejo de Estado (Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de 24 de julio de 2013, Exp. 2642, entre 
otras).
3 garcía de enterría, eduardo y fernández, tomás ramón, Curso de Derecho Administrativo, Madrid, 
Civitas, 11, p. 37.
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Definir el Derecho administrativo y determinar su objeto no ha sido una 
tarea fácil para la doctrina; así las cosas, excedería el objeto de este escrito pre-
tender hacerlo o, en su defecto, realizar un estudio minucioso de los diversos 
debates doctrinales sobre el tema4. Sin embargo, sí debemos, de alguna manera, 
adoptar una posición frente a la definición de esta rama del Derecho que nos 
permita aproximarnos a su proceso de constitucionalización. En este orden de 
ideas, por Derecho administrativo se puede entender, siguiendo a santofimio 
gamboa y a garcía de enterría, “(…) el subsistema normativo o rama del 
Derecho positivo que tiene por objeto el conocimiento y la regulación jurídica 
de los órganos, sujetos, funciones y finalidades de la administración pública y 
de sus relaciones con los asociados y la comunidad”. En consecuencia, el De-
recho administrativo también se puede definir como un Derecho estatutario, 
es decir, aquel que regula las relaciones de cierta clase de sujetos, en este caso, 
de todos aquellos que hacen parte de la administración pública6, relaciones con 
los asociados, los ciudadanos y la comunidad en general7.
Resulta de vital importancia, para el tema objeto de este escrito, dar re-
levancia al último aspecto señalado en relación con la definición del Derecho 
administrativo, esto es, la regulación de las relaciones de la administración 
con los asociados y la comunidad en general. Esto, porque la concepción mo-
derna del Derecho administrativo obedece a “(…) un carácter finalístico que 
se proyecta en el ámbito de lo social y de la comunidad o colectivo, como un 
todo objeto de atención y realizaciones directas por la administración pública. 
Es posiblemente este carácter de piedra angular de la construcción jurídica 
administrativa moderna, sobre todo, el que pretende sustentarse dentro de la 
4 santofimio gamboa atribuye las dificultades por las que ha pasado la doctrina para abordar el concepto 
y la definición del Derecho administrativo, “(…) al carácter dialéctico y cambiante de los contenidos y 
materias propias en cada momento de la historia de la administración y del Derecho administrativo (…)”, 
lo que hace al Derecho administrativo, una rama del Derecho heterogénea, mutable, y de imposible 
conceptualización única”: santofimio gamboa, jaime orlando, Tratado de Derecho Administrativo, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, tomo i, 2007, p. 171 y ss.
 parejo alfonso también pone de presente los problemas que surgen a la hora de definir el Derecho 
administrativo; en su opinión, “El derecho administrativo, como rama del Derecho positivo y como 
ciencia, tiene como objeto la a.p. Bajo la sencillez y claridad aparentes de la afirmación anterior se es-
conde la extrema dificultad de la cuestión que está en la base misma del Derecho administrativo como 
ciencia: la definición y delimitación de la realidad de eso que acabamos de denominar ‘administración 
Pública’, que siempre presenta una doble vertiente: por un lado, es un sujeto específico (en realidad un 
conjunto de sujetos) y, por otra, es una peculiar actividad”. parejo alfonso, luciano, Lecciones de 
Derecho Administrativo, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2011, p. 18 (énfasis añadido).
 santofimio gamboa, jaime orlando, ob. cit., pp. 171 y ss.
6 garcía de enterría, eduardo y fernández, tomás ramón, ob., cit., Madrid, Civitas, 11, p. 36 y ss. 
7 santofimio gamboa, jaime orlando, ob. cit., p. 171 y ss.
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existencia del aparato administrativo y del sistema funcional y de finalidades, 
diseñado por el ordenamiento con esta naturaleza. Por esta razón (…), adverti-
mos que no estamos frente a un Derecho administrativo de corte estrictamente 
liberal, simple defensor de intereses subjetivos individuales. Estamos frente a 
una realidad sustancial más profunda, que emana del contexto de lo social, en 
donde la comunidad y el colectivo con sus intereses también son objeto de su 
observancia y regulación, haciendo viables sus aspiraciones y necesidades; es 
decir, nos encontramos frente a una realidad normativa que se ocupa no solo 
del individuo y de sus relaciones con el Estado, sino también y principalmente 
de los intereses colectivos y de su tráfico jurídico, en especial el relacionado 
con los entes públicos, procurando cumplir de manera amplia las finalidades 
del Estado”8. 
Así las cosas, lo que la doctrina ha entendido por constitucionalización del 
Derecho administrativo es el sometimiento de esta rama del Derecho y, por tanto, 
de la administración pública no solo al principio de legalidad; sino también, a 
la realización de los fines esenciales del Estado previstos en las constituciones, 
que hoy en día incluyen los fines sustanciales o fundamentales de la persona 
humana que le permitan realizarse como individuo y en su vida en sociedad. 
Es decir, las categorías, las instituciones y los conceptos que configuran el 
Derecho administrativo hallan sus pilares y fundamentos en la Constitución10. 
En consecuencia, la constitucionalización del Derecho administrativo pone de 
presente que al convertirse el ser humano en el principal objeto de protección 
de la Constitución, la existencia y actividad de la administración se justifica 
en tanto participe de dicha protección. La administración como ente jurídico 
titular de potestades y prerrogativas excepcionales frente a los asociados, pasa 
a un régimen de limitaciones y controles que busca la garantía de los derechos 
de estos últimos11.
Ahora bien, siguiendo a rodríguez-arana, podemos traer a colación la 
conocida frase de otto mayer: “el Derecho constitucional pasa, mientras el 
Derecho administrativo permanece”, lo cual nos lleva a una conclusión evidente, 
pero no por ello menos importante: “(…) el Derecho administrativo del siglo 
xxi es distinto de aquel del siglo pasado en la medida en que el sustrato político 
y social que le sirve de base es bien distinto, como también es bien distinto el 
8 Ídem, p. 181 y ss.
 En este sentido, véase a restrepo medina, manuel alberto, ob. cit., pp. 3 y ss.
10 rodríguez-arana, jaime, “El marco constitucional del Derecho administrativo (El derecho administrativo 
constitucional)”, en Revista de la Asesoría Jurídica de la Xunta de Galicia, n.º 6, 2011, p. 24 y ss. 
11 restrepo medina, manuel alberto, ob. cit., p. 3 y ss.
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modelo de Estado actual (…)”12. Es decir, “(…) las instituciones típicas de la 
función administrativa, de una u otra forma son permanentes, pudiendo variar 
obviamente la intensidad de la presencia de los poderes públicos de acuerdo 
con el modelo político del Estado en cada momento”13.
Trasladándonos al caso colombiano, no cabe duda de que la Constitución 
de 11 le imprimió un carácter teleológico al Derecho administrativo; por 
esta razón, “(…) el concepto de Derecho administrativo debe comprender, 
como parte de su descripción el cumplimiento de los cometidos propios del 
Estado Social y democrático de Derecho, el interés general y el bien común. 
De aquí que resulte imposible un concepto que no se nutra de esta constante 
ideológica, que busca la consolidación del Estado Social de Derecho (…)”14. 
En otras palabras, la administración pública ya no puede actuar bajo la idea de 
supremacía absoluta que caracterizó otros periodos de la historia en cuanto a 
las relaciones jurídicas con los asociados, pues bajo el modelo de Estado social y 
democrático de Derecho la idea del Derecho administrativo pasa por el respecto 
de los derechos fundamentales, aquellos reconocidos en la Constitución y en 
los tratados internacionales ratificados por Colombia (artículos 2, 3 y 4 de 
la Constitución Política), y el respectivo régimen de responsabilidad cuando 
estos no son objeto de garantía por parte de la administración (artículos 6, 0, 
1 y 2 de la Constitución Política).
El sometimiento del Derecho administrativo a la Constitución material 
es entonces incuestionable. Así, esta rama del Derecho debe interpretarse a 
la luz de los valores y principios que rigen el Estado colombiano (preámbulos 
y artículos 1 y 2 de la Constitución). Y dentro de este marco constitucional al 
que está sujeto el Derecho administrativo se encuentra la definición del Estado 
colombiano como Estado democrático, participativo y pluralista (preámbulo y 
artículo 1 de la Constitución), en el que se debe facilitar la participación de todos 
en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación (artículo 2 de la Constitución). 
La moderna doctrina no concibe la Constitución como un conjunto homo-
géneo de normas, o como un simple catálogo de reglas jurídicas; por el contrario, 
reconoce la existencia de una variedad de preceptos con distinta estructura, 
diferente eficacia y una axiología determinada. Una de las clasificaciones más 
aceptadas es aquella que indica tres tipos de normas constitucionales: los valores, 
los principios y las reglas. Sin embargo, la discusión deja de ser tan pacífica a la 
12 rodríguez-arana, jaime, ob. cit., p. 244.
13 Ídem.
14 santofimio gamboa, jaime orlando, ob. cit., p. 171 y ss.
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hora de establecer diferencias entre unas y otras. El problema central se presenta 
al intentar definir el grado de concreción de cada una de estas normas, así como 
también los criterios para su aplicación.
El tema en el que pretendo centrarme es la democracia como principio cons-
titucional, para, de esta forma, presentar lo que a mi juicio ha sido la influencia 
de la democracia participativa en la creación de nuevos municipios durante la 
vigencia de la Constitución de 11. 
Son varios los autores que se han encargado del estudio de la tipología de 
los preceptos constitucionales; sin embargo, en este sentido me acojo a la cla-
sificación elaborada por Aragón Reyes, quien considera que “los enunciados 
constitucionales pueden albergar principios, valores o reglas, disfrutando todos 
ellos de la condición normativa propia de la Constitución, pero poseyendo un 
grado de eficacia que varía en función, precisamente, de ese diferente contenido 
de los preceptos constitucionales (…)”1.
Es posible hablar entonces de una categoría genérica denominada precepto 
o norma, en la cual se encuentran los valores, los principios y las reglas. Para 
este caso concreto interesan los principios, lo que me lleva a plantear el siguiente 
interrogante: ¿Qué significa que la democracia esté prevista en la Constitución 
en forma de principio?
En materia de principios cabría distinguir dos clases: aquellos que no están 
positivizados, y los que se encuentran expresamente definidos en la Constitu-
ción. Sobre los primeros hay que decir que no cuentan con eficacia directa y 
únicamente cumplen una labor interpretativa. Sin embargo, no ocurre lo mismo 
con los principios que sí se encuentran positivizados en la Constitución. Estas 
normas cumplen una doble función: en primer lugar, son los encargados de 
aportar criterios de interpretación de la Constitución y de la forma como deben 
aplicarse las demás normas jurídicas. Y en segundo término, “pueden alcanzar 
‘proyección normativa’ tanto por obra del legislador como del juez. En este úl-
timo supuesto –por la actividad judicial– siempre en defecto de norma –fuente 
subsidiaria–, esto es, cuando se precisa, por ausencia de regla concreta, extraer 
del principio jurídico la regla para el caso”16.
Así las cosas, los principios constitucionales generales son de vital importan-
cia, pues al mismo tiempo son principios generales del ordenamiento jurídico 
y, por tanto, una de sus funciones primordiales consiste en aportar criterios de 
1 aragón reyes, manuel, “Principios Constitucionales”, en aa. vv. Temas Básicos de Derecho Consti-
tucional, t. i., Madrid, Civitas, 2001, pp. 3-43.
16 aragón reyes, manuel, Constitución y Democracia, Madrid, Tecnos, 10, p. 1 y ss. 
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interpretación respecto de la aplicación del resto de normas jurídicas17. Es así 
como la actividad de los distintos operadores jurídicos estará marcada por la 
presencia de los principios constitucionales. Es decir, en el caso colombiano, 
la democracia debe señalar una pauta en la labor interpretativa, ya sea la inter-
pretación política que realiza el legislador o la interpretación jurídica del juez.
Ahora bien, desde sus inicios, la Corte Constitucional ha otorgado a los 
principios constitucionales un amplio poder vinculante18. El alto tribunal no ha 
dudado en afirmar que los principios previstos en la Constitución no estable-
cen fines, como es el caso de los valores, sino que se trata de normas que “(…) 
consagran prescripciones jurídicas generales que suponen una delimitación 
política y axiológica reconocida y, en consecuencia, restringen el espacio de 
interpretación, lo cual hace de ellos normas de aplicación inmediata tanto por 
el legislador como por el juez constitucional”1.
Así mismo, la Corte Constitucional ha reconocido el principio democráti-
co como principio fundamente del Estado constitucional y de su producción 
jurídica y lo ha entendido bajo dos dimensiones: por una parte, una dimensión 
expansiva, según la cual el principio democrático ha de ampliarse de forma 
progresiva, conquistando nuevos ámbitos y profundizando permanentemente 
su vigencia; y por otra, una dimensión universal, en virtud de la cual el principio 
democrático compromete “(…) variados escenarios, procesos y lugares tanto 
públicos como privados y también porque la noción de política que lo sustenta 
se nutre de todo lo que vitalmente pueda interesar a la persona, a la comuni-
dad y al Estado y sea por tanto susceptible de afectar la distribución, control y 
asignación del poder social”20.
Pero, entonces, ¿qué es la democracia? Y ¿cómo irradia el Derecho adminis-
trativo? Pretender elaborar un concepto de democracia es una tarea titánica y 
17 aragón reyes, manuel, “Principios Constitucionales”, ob. cit., pp. 3-43; íd. Constitución y Demo-
cracia, ob. cit., pp. 7-3. Véase también a balaguer callejón. Fuentes del Derecho, tomo ii, Madrid, 
Tecnos, 12, pp. 21 y ss. 
18 Sobre la naturaleza jurídica de los valores y principios constitucionales pueden consultarse, entre 
otras, las siguientes sentencias: T-406 de 12, C-47 de 12, C-46 de 12, T-07 de 1, C-44 
de 1, C-60 de 16, C-126 de 18 y C-1287 de 2001.
1 Corte Constitucional, Sentencia C-1287de 2001.
20 En este sentido, véase, entre otras sentencias, Corte Constitucional, Sentencia C-1041 de 2010. En 
relación con el contenido material de este principio la misma corporación ha señalado que el principio 
democrático implica, entre otras cosas, el reconocimiento y garantía del sufragio universal, del principio 
mayoritario, del respecto de las minorías, del principio de representación, del pluralismo político, del 
principio de publicidad. Cfr. Sentencia C-1041 de 2010. Sobre el carácter expansivo y universal del 
principio democrático también se pueden consultar las siguientes sentencias de la Corte Constitucional: 
C-08 de 14, C-180 de 14, C-447 de 1 y C-47 de 1, C-1110 de 2000, su-1122 cde 2001 y 
C-17 de 2002. 
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un tanto absurda, no solo porque muchos, de gran, mediana y pequeña talla21, 
desde Aristóteles, ya lo han hecho; sino, también, porque se trata de un término 
que a menudo se utiliza con inclinaciones ideológicas, con lo cual “(…) puede 
significar todo o quedarse en una noción sin contenido”22. 
Pese a ello, para alcanzar el objetivo que me he propuesto en este escrito sí 
resulta necesario tratar de acordar un contenido mínimo de lo que hoy en día, 
siglo xxi, se debe entender por democracia, pues es ese contenido mínimo al que 
estará sujeto el Derecho administrativo y el que desde el Derecho administrativo 
se debe tratar de garantizar. Así, siguiendo a jorge carpizo, desde el punto de 
vista material, la democracia se puede definir como “(…) el sistema en el cual los 
gobernantes son electos periódicamente por los electores; el poder se encuentra 
distribuido entre varios órganos con competencias propias y con equilibrios y 
controles entre ellos, así como responsabilidades señaladas en la Constitución 
con el objeto de asegurar los derechos fundamentales que la propia Constitución 
reconoce directa o indirectamente”23. En consecuencia, nos acercamos más a la 
noción “ideal” de democracia cuando se verifican los siguientes elementos: su-
fragio universal, voto libre y secreto, elecciones periódicas con plazos señalados 
en la Constitución y en la ley, pluralidad de opciones políticas, protección a las 
minorías, garantía de los derechos humanos, bases fundadas en el respecto de 
la igualdad y la libertad, justicia social y Estado de bienestar, distribución del 
poder en distintos órganos, laicismo, control del poder, publicidad de los actos 
de los gobernantes, entre otros24.
¿Cuál es entonces la relación entre democracia y Derecho administrativo que 
se pretende evidenciar? No es la relación con la democracia representativa, pues 
el Derecho administrativo nace después de la sustitución del Estado absolutista, 
sometido al principio de legalidad, por ende sometido al legislador como repre-
sentante de la voluntad popular, lo que hace que la relación antes mencionada, 
esto es, democracia representativa – Derecho administrativo resulte más que 
evidente. Por lo tanto, se trata de la relación entre Derecho administrativo y 
democracia participativa; sin embargo, para entender este planteamiento resulta 
necesario hacer algunas precisiones conceptuales. 
21 Dentro de los aportes doctrinales del siglo xx al concepto de democracia, que muchos consideran de 
gran talla, se pueden destacar los de hans Kelsen, joseph shumpeter, norberto bobbio, miche-
langelo bovero, alf ross, robert dahl, giovanni sartori.
22 carpizo, jorge, Concepto de democracia y sistema de gobierno en América Latina, Bogotá, Universidad 
Externado de Colombia y unam, 200, p.  y ss. 
23 Ídem, p. 100 y ss. 
24 Ídem, pp. -110.
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Con el surgimiento del Estado liberal-constitucional –ubicando su origen 
en Gran Bretaña en el siglo xviii, de donde se extiende a Norteamérica y luego 
al continente europeo a través de Francia– y el reconocimiento del dogma de 
la soberanía popular, se plantea si es posible continuar bajo el modelo de de-
mocracia directa, entendiendo por esta, la que en sus orígenes consistía en la 
participación plena del ciudadano en los quehaceres políticos, por medio de los 
debates públicos que se llevaban a cabo en el Ágora griega. Aunque los problemas 
se resolvían mediante consenso, no se debe olvidar que en la estructura social 
griega se negaba la condición de ciudadano a un elevado grupo de personas, 
como por ejemplo esclavos y metecos. Por tanto, las decisiones colectivas solo 
quedaban en manos de la clase política a la que pertenecía un reducido por-
centaje de la población2.
Así, el pensamiento liberal sobre la participación política se divide en dos 
versiones: la participación directa y la participación representativa. Pero, final-
mente, con el Estado liberal se adoptan las formas representativas, básicamente 
por tres razones: en primer lugar, porque el postulado de una sociedad de 
hombres libres e iguales era simplemente un ideal que en el fondo respondía 
solo a los intereses de una clase burguesa; por otra parte, la democracia directa 
era cada vez más difícil de aplicar debido a las necesidades mercantiles de dicha 
clase que requería que ciertas decisiones se tomaran de forma centralizada, y, 
por último, el hecho de que compatibilizar los conceptos de soberanía popular 
y Estado constitucional no resultaba del todo fácil.
Pese a esto, los instrumentos de democracia directa no desaparecieron to-
talmente; por el contrario, se reservaron para eventos excepcionales en los que 
se debatían asuntos de suma importancia, con el objeto de darles una mayor 
legitimidad democrática. Así, en el siglo xix, poco a poco se empezaron a utilizar 
mecanismos de participación directa, como el referendo, el plebiscito, el veto, 
la revocatoria del mandato, la iniciativa popular, etc. 
Pero el auge más significativo de estos instrumentos de participación directa 
coincide con la crisis vivida por la democracia representativa en la sociedad 
postindustrial que nace después de la Segunda Guerra Mundial. Las sociedades 
empezaron a reclamar formas de participación directa y desde ese momento 
dichas instituciones serían utilizadas como instrumentos de legitimación y 
consenso para los nuevos regímenes constitucionales. 
Posteriormente, a partir de los años setenta, los mecanismos de participación 
directa se convirtieron en procedimientos frecuentes en Europa occidental. En 
2 aguiar de luque, luis, Democracia directa y Derecho constitucional, Madrid, Edersa, 177, pp. 3-1.
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la actualidad la utilización de estos instrumentos de participación ciudadana es 
común tanto en Europa como en América.
 La Constitución colombiana de 11 concibió un modelo híbrido desde 
el punto de vista democrático, pues señala que “La soberanía reside exclu-
sivamente en el pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo la ejerce 
en forma directa o por medio de sus representantes, en los términos que la 
Constitución la establece” (artículo 3); se trata, entonces, de una fórmula mixta 
entre democracia representativa y democracia directa, que se concibió como 
democracia participativa.
En este orden de ideas, surge entonces otra pregunta: ¿qué se entiende por 
democracia participativa? Durante mucho tiempo la democracia representativa, 
articulada a través de los partidos políticos, se consolidó como el modelo más 
extendido de participación, incluso, para algunos, casi el único. Sin embargo, 
desde hace algunas décadas la participación ciudadana, sin la utilización de 
los partidos políticos como intermediarios, comienza un proceso de desarro-
llo y se instaura como una posible vía para superar algunos de los problemas 
que florecían en las democracias representativas. Están, por ejemplo, la poca 
representatividad de los partidos políticos, la disminución del espíritu de ciu-
dadanía, la incapacidad del sector público para prestar todos los servicios que 
demandan las comunidades, el descrédito de las instituciones, la corrupción 
de los políticos, entre otros26.
Algunos estudiosos del tema coinciden en señalar que la democracia parti-
cipativa no debe concebirse como un sustituto de la democracia representativa; 
por el contrario, la democracia participativa es un complemento de la demo-
cracia representativa. En otras palabras, los diferentes mecanismos y fórmulas 
de participación que configuran el concepto de democracia participativa deben 
añadirse o agregarse a las formas de gobierno representativo27.
26 sánchez sánchez, zulima, “La participación ciudadana en la Administración local. Una posible 
solución a los problemas de las democracias actuales en el marco de la Unión Europea”, Actualidad 
Administrativa, n.º 11, 2004, pp. 1.284 y ss. 
27 sánchez morón, miguel, “El sistema político local: fórmulas de gobierno y participación ciudadana”, 
en aa. vv. Informe sobre el gobierno local, Madrid, Fundació Carles Pi i Sunyer d’estudis autonòmics 
i locales-Ministerio para las Administraciones Públicas, 12. p. 2; aranguren allí, juan de la 
cruz. “La gobernanza local”, en Revista de Estudios de la Administración Local, n.º 21, enero-abril 
2003, p. 70 y ss. En el mismo sentido la Corte Constitucional ha sostenido que la noción de democracia 
participativa no se contrapone a la de la democracia representativa; por el contrario, se complementan, 
logrando que el pueblo, titular originario de la soberanía, no solo pueda escoger mediante el sufragio a 
sus gobernantes sino que también goce de ciertos mecanismos jurídicos que permitan su vinculación 
con los asuntos que le afecten directamente (sentencias C-08A de 14, C-180 de 14, C-336 de 
14, su-1122 de 2001 y C-17 de 2002).
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Al hablar entonces de democracia participativa se hace referencia a una serie 
de instrumentos y herramientas de diversa clase que sirven como vías para que 
los ciudadanos puedan intervenir en la toma de determinadas decisiones, o en 
la gestión de ciertos servicios que son importantes para su comunidad28. Se 
trata de cauces que permiten estructurar una sociedad civil fuerte, organizada, 
activa y crítica2.
La participación ciudadana cuenta con múltiples instrumentos para su rea-
lización. El mecanismo más tradicional de participación sin duda alguna es el 
sufragio, instrumento clásico de los sistemas representativos, pero el concepto 
de democracia participativa ha introducido nuevos medios de participación 
que han llevado a que en los últimos años la participación ciudadana en la vida 
política se realice de múltiples formas, por ejemplo a través de referendos o 
consultas populares; garantizando el derecho de acceso de los ciudadanos a los 
archivos y registros administrativos; haciendo públicas las sesiones del pleno 
de las corporaciones locales; promoviendo la creación de consejos sectoriales 
consultivos y –en las grandes ciudades– de juntas o consejos de distrito o ba-
rrio, con presencia de representantes de asociaciones y entidades ciudadanas 
de diverso tipo, etc.30.
También hay que señalar que en la actualidad la participación ciudadana ha 
encontrado un escenario propicio para desarrollarse como participación sec-
torial, es decir, por áreas o por competencias administrativas, como educación, 
salud, medio ambiente, seguridad social, tercera edad, juventud, deportes, etc. 
Esta democracia participativa sectorial se considera como una manifestación de 
lo que algunos llaman “sistema de redes sociales”31.
Los avances doctrinales en la concepción de la democracia participativa como 
una nueva especie dentro del gran género que significa el término democracia 
son significativos. Igualmente, en el campo normativo hay progresos en este 
sentido, ya sea porque se aprueban normas que reconocen de forma abstracta 
el principio de participación ciudadana o porque se regulan de forma expresa 
los mecanismos para llevar a la práctica dicho principio.
28 sánchez morón, miguel, “El sistema político local: fórmulas de gobierno y participación ciudadana”, 
ob. cit., p. 2.
2 aranguren allí, juan de la cruz, “La gobernanza local”, ob. cit., p. 70.
30 sánchez morón, miguel, “El sistema político local: fórmulas de gobierno y participación ciudadana”, 
ob. cit., pp. 31-32; canales aliende, josé manuel. “Reflexiones sobre la situación problemática 
actual del Gobierno y de la Administración en las grandes ciudades”, en Revista de Estudios de la 
Administración Local y Autonómica, n.º 26, enero-marzo, 1.
31 canales aliende, josé manuel, “La democracia participativa local”, ob. cit., pp. 13 y ss.
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En nuestro país, los constituyentes de 11 introdujeron la democracia 
participativa como un principio esencial del sistema constitucional. Ya desde la 
consulta popular en la que se pedía la convocatoria de una Asamblea Nacional 
Constituyente se hacía referencia a la democracia participativa32, y más adelante, 
en las ponencias presentadas por algunos constituyentes se habla de la democra-
cia participativa como un nuevo modelo de régimen político para Colombia33.
Esta idea de la democracia participativa como principio fundamental del 
ordenamiento jurídico también ha sido desarrollada por nuestra Corte Cons-
titucional.
De tal manera que, al intentar definir la naturaleza jurídica de la democracia 
participativa en el ordenamiento jurídico colombiano, la Corte ha afirmado que, 
a diferencia de la Constitución de 1886, en la Constitución Política de 11 
la democracia participativa aparece como un principio fundamental, es decir, 
como un principio estructural del Estado: “se trata de un principio material que 
permea tanto la parte orgánica como dogmática de la Constitución”34.
A juicio del alto tribunal, son varias las disposiciones constitucionales que 
permiten afirmar que el ideario axiológico que identifica el sistema jurídico 
colombiano es el de la democracia participativa3. 
Así, a partir del preámbulo se infiere que las relaciones entre el Estado y los 
particulares se desenvuelven en un marco jurídico democrático y participativo. 
Igualmente, el artículo 1 define a Colombia como una República democrática, 
32 El texto sometido a consulta popular decía lo siguiente: “Para fortalecer la democracia participativa, 
vota por la convocatoria de una Asamblea Nacional con representación de las fuerzas sociales, políticas 
y regionales de la Nación, integrada democrática y popularmente para reformar la Constitución Política 
de Colombia”.
33 En este sentido cfr., en primer lugar, la ponencia del constituyente diego uribe vargas, presentada para 
primer debate en la plenaria de la anc y titulada “Carta de derechos, deberes, garantías y libertades” 
(Gaceta Constitucional n.º 82, de mayo 2 de 11, p. 12); por otra parte, cfr. también el informe pre-
sentado a la anc por el constituyente Fernando Carrillo Flores, sobre conclusiones y recomendaciones 
acerca de los objetivos de la participación ciudadana (Gaceta Constitucional, n.º 17, 24 de junio de 11, 
p. 8); en el mismo sentido, confróntese la ponencia presentada por los constituyentes horacio serpa 
uribe, augusto ramírez ocampo y otty patiño hormaza, titulada “Partidos, Sistema Electoral y 
Estatuto de la Oposición”, en Gaceta Constitucional, n.º 6, 22 de abril de 11, p. 8.
34 Corte Constitucional, Sentencia T-43 de 12, en la que el alto tribunal afirma que el principio de 
la democracia participativa exige la reinterpretación del ejercicio del poder desde la esencia de los 
derechos de participación. Así pues, la democracia es el medio para la autodeterminación individual y 
colectiva y la participación ciudadana, que se ejerce a través de diversas instituciones y mecanismos, 
como el referendo, la iniciativa legislativa, el plebiscito, la convocatoria a una Asamblea Constituyente, 
la consulta popular, el sufragio, la revocatoria del mandato, la elección popular de alcaldes y goberna-
dores, etc., condición necesaria para que dicha finalidad pueda ser realizada.
3 En este sentido pueden verse las sentencias T-003 de 12, T-383 de 13, C-37 de 13, C-08 de 
14, C-08A de 14, C-180 de 14, C-336 de 14 y C-1041 de 2010, entre otras.
El papel de la democracia participativa en la creación de nuevos municipios en Colombia270
participativa y pluralista, y el artículo 2 establece dentro de los fines esenciales del 
Estado el de “facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan 
y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación”. Por 
otra parte, los principios de soberanía popular (artículo 3); de primacía de los 
derechos inalienables de la persona (artículo ); de diversidad étnica y cultural 
(artículo 7); de respeto a la autodeterminación de los pueblos (artículo ); los 
derechos de participación ciudadana en la conformación, ejercicio y control 
del poder (artículo 40), y los mecanismos de participación ciudadana (artículo 
103), dan cuenta de que la democracia participativa está presente en los distin-
tos escenarios, materias y procesos de la vida institucional y social del país36. 
Sobre el concepto y contenido de la democracia participativa, siguiendo a 
bobbio37, se puede afirmar que la idea de democracia participativa ha sido acu-
ñada por la doctrina y el Derecho positivo, en un intento de crear un concepto 
más amplio con el que se identifique un régimen político en el que se permita 
la convivencia de diversas formas de participación ciudadana. Estas son: los 
instrumentos típicos de los sistemas representativos; las herramientas clásicas 
de la democracia directa; todos aquellos mecanismos de participación ciudadana 
que cobran vida en las sociedades modernas y que no encuadran plenamente 
en los sistemas tradicionales.
La Corte Constitucional ha acogido esta tesis. Para el alto tribunal, el 
tránsito de una democracia representativa a una participativa significa dejar de 
lado un sistema político y social restringido a la elección de los representantes 
del electorado y adoptar un nuevo modelo que, además, incorpore los meca-
nismos tradicionales de la democracia directa, como el plebiscito, el referendo, 
la iniciativa popular, la revocatoria del mandato, el cabildo abierto, entre otros, 
y la participación ciudadana en las decisiones que afectan a todos en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación38. 
En definitiva, para el alto tribunal, el concepto de democracia participativa 
comporta una revaloración del concepto de ciudadano, es decir, una nueva 
dimensión y un replanteamiento de su papel en la vida nacional, de tal forma 
36 En este sentido véase Corte Constitucional, sentencias T-637 de 2001, C-866 de 2001 y C-81 de 2002.
37 Según bobbio, las sociedades modernas buscan los mejores medios para transitar hacia un modelo 
de organización política en el que la democracia formal se vuelva más real, la democracia política se 
extienda a la sociedad y la democracia representativa se complemente con mecanismos de democracia 
directa. Se pretende, pues, la complementación de los modelos –democracia representativa y directa–, 
aprovechando las virtudes del sistema representativo e incorporando las ventajas de la participación 
ciudadana, todo lo cual estructura la base del esquema de democracia participativa. Cfr. El Futuro de 
la Democracia, México, 186. 
38 Corte Constitucional, Sentencia T-383 de 13.
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que todo ciudadano tiene el poder-derecho de participar no solo en la gestión y 
ejercicio del poder político, sino también en todos los otros canales y mecanis-
mos de participación-gestión para que en la práctica el principio democrático 
encuentre cabida en todos los ámbitos y planos del acontecer de la sociedad3.
Ya se han mencionado varios de los mecanismos mediante los cuales se lleva 
a la práctica la democracia participativa; sin embargo, hay algunos de ellos que 
guardan una estrecha relación con el Derecho administrativo y que nos muestran 
cómo esta rama del Derecho y, con ella, la administración se ponen al servicio 
de los fines constitucionales. 
Así, por ejemplo, ya ha sido puesto de presente, tanto por la doctrina como 
por la jurisprudencia, que el derecho de petición (artículo 23 de la Constitu-
ción Política) es una manifestación clara de la democracia participativa, pues 
es “(…) por excelencia el mecanismo de acceso de los ciudadanos al ente pú-
blico o privado que ejerce funciones administrativas. Ciertamente se trata de 
un derecho instrumental, mas no banal, pues a través del mismo el ciudadano 
puede presentar legítimamente solicitudes respetuosas que, de un modo u otro, 
resultan relacionadas con la garantía de un sinnúmero de situaciones jurídicas, 
de prestaciones y de derechos de toda índole, tanto propios como ajenos, en 
defensa del interés particular o del interés general”40. El derecho de petición 
ha sido definido entonces como “(…) una garantía constitucional objetiva del 
respeto al Estado de Derecho y como un derecho fundamental subjetivo de 
toda persona en el sentido jurídico de la expresión”. Se trata entonces de una 
expresión de la democracia participativa que condiciona a la administración, 
pues el ciudadano no solo tiene el derecho a presentar peticiones respetuosas, 
sino que también es titular del derecho a recibir una respuesta pronta y com-
pleta a su petición, lo que sin duda quiebra el modelo de las relaciones entre 
administración y asociados que se presentaban antes de la Constitución de 11. 
Otro de los ejemplos que en mi opinión resulta más que evidente, en cuanto 
a la injerencia de la democracia participativa en el Derecho administrativo, es 
el caso de las acciones constitucionales: tutela, cumplimiento y populares. La 
Constitución de 11 estableció una serie de acciones públicas, llamadas así 
porque cualquier ciudadano puede ejercerlas, que no solo están diseñadas para 
3 En este sentido véase Corte Constitucional, sentencias C-180 de 14, su-1122 de 2001, T-1337 de 
2001 y C-17 de 2002, entre otras.
40 carvajal sánchez, bernardo y hernández martínez, pedro alfonso, “Derecho de petición”, en 
aa.vv. Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Comentado y Concordado, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2013, pp. 86-122. 
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lograr la garantía de derechos, tanto subjetivos como colectivos41, sino también 
para controlar el ejercicio del poder (artículo 40.6 de la Constitución Políti-
ca); entre ellos, el poder de la administración. Se trata entonces de acciones 
cuyo ejercicio ha traído una serie de consecuencias en cuanto a la necesidad 
de reinterpretar principios constitucionales; pero también principios y reglas 
propias del Derecho de administración; como por ejemplo, el principio de se-
paración de poderes y las relaciones entre el ejecutivo y el judicial; el principio 
de congruencia de las sentencias; el carácter rogado de la jurisdicción de lo 
contencioso-administrativo, entre otros.
Sin embargo, hay otros temas en los cuales la constitucionalización del 
Derecho administrativo no es tan evidente y que, a mi juicio, debe revisarse 
cuidadosamente porque sus excesos pueden resultar peligrosos. 
Cabe recordar que este escrito no pretende ser exhaustivo en cuanto al 
estudio de las instituciones del Derecho administrativo que denotan una clara 
constitucionalización en clave de democracia participativa, sino que solo busca 
ser un pequeño aperitivo que nos despierte el apetito para tender nuevos puentes 
entre el Derecho constitucional y el Derecho administrativo y establecer límites, 
cuando haya lugar a ello.
Por esta razón, y porque desde hace ya algunos años la organización terri-
torial viene siendo objeto de mi atención, quisiera centrarme en lo que podría 
denominarse como el papel de la democracia participativa en la creación de 
nuevos municipios como entidades territoriales.
La entidad territorial como categoría jurídica es relativamente reciente en el 
constitucionalismo colombiano. El artículo 2.º del Acto Legislativo n.º 1 de 168, 
que reformó la Constitución de 1886, establecía lo siguiente: “Son entidades 
territoriales de la República los Departamentos, las Intendencias, las Comisarías 
y los Municipios o Distritos municipales en que se dividen aquellos y estas” 
(negrita propia). Ahora bien, solo hasta 11 esta disposición fue modificada, 
pero la categoría de entidad territorial continuó vigente y es utilizada hoy en 
día para hacer referencia al conjunto de entidades que conforman la división 
político-administrativa del Estado.
41 “Hablar de intereses colectivos es hablar de democracia, porque es permitir que amplios sectores sociales, 
a los que son en parte inaccesibles tanto los mecanismos forenses como políticos, puedan participar en 
la vida política, pero, no en forma abstracta, sino muy concreta, porque se trata de intereses que, aunque 
supraindividuales, afectan al individuo de forma directa”: Cfr. nieto, alejandro, “La vocación del 
derecho administrativo de nuestro tiempo”, en rap, n.º 76, enero-abril, 17. Citado por santofimio 
gamboa, jaime orlando, ob. cit., p. 184.
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Las entidades territoriales se constituyen como categorías o niveles de 
gobierno y administración diferentes del central o nacional. La Constitución 
(artículo 286) estableció que dichos niveles serían cuatro: los departamentos, 
los distritos, los municipios y los territorios indígenas. Sin embargo, el mismo 
precepto constitucional dejó abierta la posibilidad para que ese número pueda 
ampliarse a seis, cuando el legislador les otorgue el carácter de entidades terri-
toriales a las regiones y a las provincias.
En relación con los municipios, los constituyentes no dudaron en mani-
festar sus tendencias municipalistas42 y, en esa medida, su deseo de fortificar y 
fortalecer el municipio hasta el punto de convertirlo en la entidad fundamental, 
en el eje del ordenamiento territorial colombiano (Constitución, artículo 311).
Los municipios, al estar sumergidos en los límites del escalón territorial 
intermedio, es decir, de los departamentos, están sometidos, en algunas mate-
rias, a las decisiones departamentales. Es el caso, por ejemplo, de su creación, 
pues según lo dispuesto en la Constitución (artículo 300.6), corresponde a 
las asambleas departamentales, por medio de ordenanzas, con sujeción a los 
requisitos que señale la ley, crear y suprimir municipios, segregar terriotorios 
municipales y organizar provincias. 
Ahora bien, en desarrollo de este precepto constitucional la Ley 136 de 14 
(artículo 8), que fue modificada en algunos apartes por las leyes 617 de 2000 y 
11 de 2012, estableció el procedimiento para que una porción del territorio 
de un departamento se erija como municipio. Así las cosas, cumplidos los re-
quisitos de identidad natural, social, económica, territorial y cultural que se le 
exigen al respectivo territorio, así como también los requisitos poblacionales, 
de desarrollo económico y fiscales, y cuyo cumplimiento debe ser acreditado 
por el órgano departamental de planeación y por el dane, se podrá iniciar el 
procedimiento de creación del respectivo municipio. 
En cumplimiento del mandato constitucional antes señalado, el legislador 
previó que el proyecto de ordenanza mediante el cual se cree el nuevo municipio 
pueda ser presentando ante la asamblea departamental por el respetivo goberna-
dor, por los diputados del departamento al cual pertenecería el nuevo municipio, 
o por iniciativa popular. Sin embargo, también señaló que en el caso de que el 
42 En las actas de la anc se observa cómo algunos de sus miembros llegaron a plantear la posibilidad de 
dotar a los municipios de una cláusula general de competencias; de tal suerte que toda competencia 
que no estuviese atribuida expresamente a otra entidad territorial debía pertenecer al orden municipal. 
Véase, entre otros, el proyecto presentado por juan gómez martínez, Gaceta Constitucional, 1 de 
abril de 11, p. . Así mismo, la propuesta presentada por la Asociación de Diputados y Consejeros 
Intendenciales y Comisariales de Colombia, ídem, 3 de abril de 11, p. 7.
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gobernador realice una consulta popular previa a la presentación del proyecto de 
ordenanza, y así lo decida la mayoría de los residentes del respectivo territorio, 
el gobernador estará obligado a presentar el respectivo proyecto de ordenanza 
ante la asamblea. Finalmente, señala la misma ley que en los casos en los que 
no se hubiese realizado la consulta popular una vez se expida la ordenanza que 
apruebe la creación de un nuevo municipio, esta deberá ser sometida a referen-
do en el que participen los ciudadanos del respectivo territorio, referendo que 
deberá realizarse en un plazo máximo de seis (6) meses contados a partir de la 
fecha de sanción de la ordenanza. 
La intención del legislador resulta clara, en la medida en que la decisión 
de crear o no un nuevo municipio tiene una doble naturaleza: por una parte, 
se trata de una decisión técnica, pues la administración debe verificar el cum-
plimento de unos requisitos previstos en la ley, y con ello se busca garantizar 
la viabilidad del nuevo ente territorial. Por otra parte, se trata también de una 
decisión política, pues cumplidos los requisitos legales, mediante una fórmula 
mixta en la que participa, en un primer momento, el órgano de representación 
popular del departamento, y el pueblo directamente, cuando haya lugar a ello. 
En este orden de ideas, se podría concluir que en virtud del amplio poder 
de configuración que la Constitución otorgó al legislador en la materia, este 
último concibió la creación de nuevos municipios como una decisión que no 
podía ser solo objeto de un análisis de conveniencia o inconveniencia política; 
por el contrario, debía tratarse de una decisión fruto de la colaboración entre 
distintos órganos de la administración y las fuerzas políticas del respectivo te-
rritorio, ya sea que estas actúen por medio de sus representantes o directamente, 
en los casos que expresamente la ley así lo prevé. 
Sin embargo, la realidad del país es otra, pues el Consejo de Estado ha 
avalado la creación de nuevos municipios por consulta popular, pese a que la 
competencia constitucional para ello esté radicada en las asambleas depar-
tamentales. Lo que en mi opinión ha llevado a que, por vía jurisprudencial, 
se avale que la democracia participativa desplace al principio de democracia 
representativa. Es el caso del municipio de El Roble, cuya creación se produjo 
directamente en virtud del resultado de una consulta popular.
El 7 de septiembre de 17 se realizó una consulta popular que tenía como 
finalidad que la población se pronunciara sobre la creación o no de un nuevo 
municipio en el Departamento de Sucre. La mayoría de la población votó a favor 
de la creación del municipio de El Roble y, por ello, el gobernador de Sucre pre-
sentó ante la asamblea el respectivo proyecto de ordenanza. La asamblea no dio 
trámite al proyecto y un juez de tutela ordenó al gobernador expedir un decreto 
con fuerza de ordenanza mediante el cual se creara el municipio de El Roble, 
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pues, en su opinión, el gobernador no podía sustraerse del cumplimiento de 
los resultados de una consulta popular, pues la Ley 134 de 14 así lo establece. 
Como consecuencia de lo anterior, el gobernador de Sucre expidió un decreto 
con fuerza ordenanzal mediante el cual se creó el municipio de El Roble, pese 
a que no se contaba con la aprobación de la asamblea departamental.
Dicho acto administrativo, es decir, el Decreto con fuerza de ordenanza, 
fue demandado, mediante la entonces llamada acción de nulidad simple. El 
Tribunal Administrativo de Sucre negó las pretensiones de la demanda al 
considerar que de acuerdo con lo establecido en el artículo 6 de la Ley 134 
de 14, la decisión asumida por la población se tornó obligatoria, debiendo 
las autoridades del caso, es decir, el gobernador, hacer todo lo necesario, como 
efectivamente lo hizo, para que la decisión del pueblo se cumpliera, pues dicho 
pronunciamiento popular es una manifestación de la democracia participativa, 
principio este de rango constitucional.
El fallo de primera instancia fue apelado y el Consejo de Estado, al resolver 
el respectivo recurso, y confirmar la sentencia de primera instancia, analizó el 
alcance de los artículos 8 de la Ley 136 de 14 y 300.6 de la Constitución frente 
al artículo 6 de la Ley 134 de 14[43]. 
A juicio del alto tribunal, la Ley 136 de 14 regula lo referente a la or-
ganización y funcionamiento de los municipios, mientras que la Ley 134 del 
mismo año regula la consulta popular y sus efectos, lo que, en atención a la 
materia, la convierte en una ley especial. Por otra parte, la corporación también 
señaló la imposibilidad de realizar una interpretación aislada del numeral 6 del 
artículo 300 de la Constitución Política, en cuanto fuente de la competencia 
de las asambleas departamentales para la creación de nuevos municipios, pues 
dicha disposición debe ser interpretada en concordancia con el artículo 10 
constitucional, según el cual se podrán decidir por consulta popular asuntos 
de competencia del respectivo departamento o municipio.
La Sección Primera del Consejo de Estado consideró que uno de los rasgos 
esenciales de la Constitución Política de 11 es el principio de la democracia 
participativa y que una de sus manifestaciones es la institución de la consulta 
popular, la cual se debe interpretar armónicamente con el artículo 300.6 de la 
Constitución. Así las cosas, si el resultado de la consulta popular es favorable a 
la creación de un nuevo municipio, la competencia de la asamblea departamental 
se limita a tramitar el proyecto de ordenanza, sin la posibilidad de improbarlo; 
pues dejar abierta la posibilidad de que la asamblea discrecionalmente decida 
43 Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Sentencia del 17 de marzo de 2000, Exp.: 
27.
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otra cosa, es vaciar de contenido el mecanismo de la consulta popular y, con él, 
la democracia participativa. 
Esta decisión de la Sección Primera del Consejo de Estado fue objeto del 
recurso extraordinario de súplica. Si bien la corporación lo negó por improce-
dente, hizo algunas consideraciones que vale la pena resaltar44. 
El alto tribunal señaló que es deber del operador jurídico hacer interpreta-
ción sistemática de los artículos 4, , y 6 de la Ley 134 y 8 de la Ley 136 de 
14 y, en consecuencia, la decisión del popular, adoptada mediante consulta 
popular válida, de crear un nuevo municipio, será de obligatorio cumplimiento 
para las asambleas departamentales. Y, en todo caso, si las asambleas se niegan 
a cumplir la voluntad popular, la competencia para hacerlo será del respectivo 
gobernador, mediante la expedición de un decreto con fuerza de ordenanza. 
A esta conclusión arribó el Consejo de Estado como consecuencia de las 
siguientes apreciaciones: i) si bien el artículo 300 de la Constitución otorga la 
competencia para crear nuevos municipios a las asambleas departamentales, ello 
no significa que la competencia popular carezca de otros fundamentos constitu-
cionales; ii) la democracia participativa habilita a los ciudadanos para ejercer el 
control de las decisiones públicas (artículos 40 y 103 de la Constitución); iii) en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 10 de la Constitución, el legislador podrá 
autorizar a las autoridades locales para que realicen consultas populares y así 
decidir asuntos de competencia del respectivo departamento o municipio; iv) 
de acuerdo con el artículo 6 de la Ley 134 de 14, el resultado de la consulta 
popular es de obligatorio cumplimiento y si la asamblea departamental no ejecuta 
dicha decisión, la competencia será del respectivo gobernador. 
Ahora bien, el municipio de El Roble no es el único que se ha creado en 
Colombia por consulta popular. Igual trato han recibido el municipio de Co-
veñas (Decreto- Ordenanzal n.º 0063 del 7 de febrero de 2002), también el del 
Departamento de Sucre4, y el municipio de Guachené (Decreto-Ordenanzal 
n.º 063 del 1 de diciembre de 2006), en el Departamento del Cauca, cuya 
creación se encuentra demandada ante el Consejo de Estado46, casos en los 
44 Consejo de Estado, Sala Plena de o Contencioso Administrativo, Sentencia del 23 de agosto de 200. 
Exp.: Sentencia 11001-03-1-000-00438-01(S). 
4 El alcalde del municipio de Santiago de Tolú demandó el acto administrativo mediante el cual se creó 
el municipio de Coveñas. El Tribunal Administrativo de Sucre denegó las pretensiones de la demanda 
al considerar que la decisión popular tomada en la consulta popular era de obligatorio cumplimiento 
para la asamblea departamental y, en su defecto, el gobernador estaría habilitado para hacerlo. La 
sentencia de primera instancia no fue apelada. 
46 Es preciso señalar que el caso del municipio de Guachené es distinto al de El Roble y el de Coveñas, 
por lo siguiente: el 26 de febrero de 2006, se llevó a cabo una consulta popular para la creación del 
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cuales ha habido pronunciamientos judiciales. Sin embargo, hay otro municipio 
que fue creado bajo las mismas reglas, pero cuyo acto de creación no ha sido 
demandado ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo: es el caso del 
municipio de Norosí, en el Departamento de Bolívar (Decreto-Ordenanzal n.º 
6 del 20 de diciembre de 2007).
Sin duda alguna, la creación de municipios como consecuencia de una 
consulta popular es el resultado de un ejercicio de democracia participativa, 
principio que, como se ha señalado, tiene fundamento constitucional y, además, 
según lo ha dicho la propia Corte Constitucional, presenta una dimensión uni-
versal y expansiva, lo que significa que los operadores jurídicos deben ampliar 
paulatinamente los escenarios de participación democrática. 
Sin embargo, algunas de las preguntas que surgen están relacionadas con los 
límites a dicho principio y su interpretación en el marco de un ordenamiento 
jurídico que también establece como modelo la democracia representativa y 
que, a mi juicio, no pretende la sustitución de un sistema por otro, sino, por el 
contrario, su equilibrio y aplicación ponderada y razonable. 
Pero más allá de si el Consejo de Estado se equivoca o no al sustituir la demo-
cracia representativa por la democracia directa, quebrantando las competencias 
previstas en la propia Constitución, en vez de hacer un interpretación armónica 
de ambos principios, que ya per se no es un tema de poco calado. 
Para el caso que nos ocupa, esto es, la constitucionalización del Derecho 
administrativo, resulta de igual trascendencia preguntarse: ¿la voluntad popu-
lar puede ir en contra de las decisiones técnicas que toma la administración 
amparada en la ley; y de ser así, dicha voluntad popular debe prevalecer frente 
a la decisión de la administración?
Formulo esta pregunta porque la Sala de Consulta y Servicio Civil del Ho-
norable Consejo de Estado, en una oportunidad (Radicado 1008 del 24 de julio 
de 17), al pronunciarse sobre el artículo 14 de la Ley 136 de 14, esto es, 
sobre las consultas populares para la modificación de límites intermunicipales, 
municipio de Guachené, cuyo resultado fue favorable a la creación del nuevo ente territorial. El go-
bernador del Departamento del Cauca presentó el respectivo proyecto de Ordenanza ante la asamblea 
departamental de Cauca, proyecto que no fue aprobado; razón por la cual, el gobernador expidió el 
Decreto-Ordenanzal n.º 063 del 1 de diciembre de 2006, por medio del cual creó el municipio de 
Guachené. Este acto administrativo fue demandado ante el Tribunal Administrativo del Cauca, que 
mediante sentencia del 2 de febrero de 2012 Exp.: 20070002400, declaró su nulidad, al consierar que 
el acto acusado había violado, por omisión en su aplicación, el inciso 2.º del numeral 4.º del artículo 
8.º de la Ley 136 de 14, modificado por el artículo 1 de la Ley 617 de 2000, pues el decreto deman-
dado no había sido objeto de control automático previo de legalidad por ante el Tribunal Contencioso 
Administrativo del Cauca.
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señaló que “si el concepto de la oficina de planeación departamental sobre la 
modificación de límites intermunicipales, es eventualmente contrario a la de-
cisión tomada en la consulta popular, prevalece ésta en virtud de lo dispuesto 
por el artículo 104 de la Constitución y los artículos 8 y  de la ley estatutaria 
134 de 14 (...)”. En otras palabras, para el Consejo de Estado, en este caso, la 
voluntad popular debía prevalecer respecto de la voluntad de la administración, 
que a través del órgano departamental de planeación, por medio de un concepto 
técnico, había determinado la inviabilidad e inconveniencia de un cambio de 
una modificación de límites intermunicipales. 
¿Será que esta posición puede trasladarse hoy al proceso de creación de 
nuevos municipios? Esperamos que no, pues carece de sentido construir un 
modelo en el que la democracia participativa rompa el principio de legalidad, 
someta a la administración e imponga a toda costa decisiones políticas, sacri-
ficando incluso el bienestar y la calidad de la vida los asociados. Flaco favor 
que le haría la democracia participativa a nuestro modelo constitucional y al 
Derecho administrativo.
